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Radicación: 050012331000201200414 02 (47.823)

Actor: Aguas de Urabá S.A. E.S.P. 

Demandada: Seguros Generales Suramericana S.A.


CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA
CONSEJERO PONENTE: Mauricio Fajardo Gómez 
Bogotá, D.C., enero catorce (14) de dos mil catorce (2014).
Radicación:
          050012331000201200414 02 (47.823) y 

                               050012331000201200414 01 (47.584)
Actor:

          Aguas de Urabá S.A. E.S.P. 
Demandada:         Seguros Generales Suramericana S.A.
Procede el Despacho a resolver, de manera conjunta, los recursos de apelación interpuestos por la parte ejecutada, compañía Seguros Generales Suramericana S.A., contra los autos proferidos por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Cuarta de Decisión –Sala Unitaria–, los días 1° de abril y 21 de mayo de 2013, mediante los cuales, en su orden, se rechazaron por improcedentes las excepciones de mérito propuestas por dicha compañía y se denegó la petición de suspensión del proceso por prejudicialidad.

I.  A N T E C E D E N T E S 
1.- La demanda.

En escrito presentado el día 20 de marzo de 2012, la empresa Aguas de Urabá S.A., E.S.P., por conducto de apoderado judicial, formuló demanda ejecutiva en contra de la compañía Seguros Generales Suramericana S.A., para que se librara mandamiento de pago en contra de esta última por la suma de $ 944’199.125.84
, con ocasión de la póliza de seguros expedida para garantizar el cumplimiento del contrato No. EAU-SPO-005-07 de diciembre 28 de 2007 celebrado entre la empresa Aguas de Urabá S.A., E.S.P., y CONALDE, en cuya ejecución la entidad contratante le impuso una multa e hizo efectiva la cláusula penal pecuniaria al contratista por su incumplimiento, declaró la realización de unos riesgos amparados en la mencionada póliza e hizo efectiva la garantía respectiva (fls. 1 a 9 c 1).

2.- El mandamiento de pago. 

Mediante proveído de 28 de marzo de 2012 se libró mandamiento de pago en contra de la compañía aseguradora ejecutada (fls. 191 a 197 c 1), decisión que fue objeto de recurso de reposición por parte de Seguros Generales Suramericana S.A. (fls. 208 a 218 c 1), el cual se desató a través de auto fechado en 30 de enero de 2013 (fls. 219 a 221 c 1), en el sentido de mantener la decisión impugnada.     
3.- La contestación de la demanda.

La parte demandada contestó la demanda, propuso excepciones de mérito y solicitó suspender el proceso ejecutivo “… hasta que en el ordinario que mi representada incoará sea decidida la nulidad de los citados actos administrativos que integran el título ejecutivo …”. (Se destaca).
Y agregó lo siguiente:

“Por esta razón, estamos remitiendo al Despacho copia de la referida demanda y del certificado respectivo de la existencia del nuevo proceso ordinario en el cual se pedirá la nulidad de los actos administrativos que integran el título ejecutivo que fundamenta la presente demanda. Lo anterior, a fin de acreditar, como lo exige la norma citada, la existencia de un proceso del cual depende la suerte de este proceso ejecutivo”. (fl. 289 c 1). 
4.- Las providencias apeladas.
4.1.- La Magistrada Ponente del proceso en sede de primera instancia, mediante auto fechado en abril 1° de 2013, rechazó por improcedentes las excepciones de mérito que propuso la parte ejecutada, toda vez que no correspondían a aquellas que según el artículo 509 del C. de P. C., pueden proponerse dentro de los asuntos de esta naturaleza, pues no consistían en las excepciones de pago, compensación, confusión, novación remisión, prescripción o transacción (fls. 222 a 224 c ppal).  

4.2.- Posteriormente, a través de proveído calendado en mayo 21 de 2013, la Magistrada que sustancia el proceso en primera instancia denegó la petición de suspensión del proceso por prejudicialidad, porque no encontró acreditada la existencia del proceso ordinario respectivo, en cuya virtud se controvirtiera la legalidad de los actos administrativos que integran el título ejecutivo en este proceso y que, por lo tanto, no se concretó la “intención” que expresó la parte ejecutada de demandar tales decisiones administrativas (fls. 313 y 314 c ppal). 

5.- Los correspondientes recursos de apelación.

Dentro de las oportunidades procesales respectivas, la parte ejecutada interpuso sendos recursos de apelación para controvertir tanto la decisión que rechazó por improcedentes las excepciones por ella propuestas, como la denegación de la suspensión del proceso por prejudicialidad.

En relación con la primera providencia sostuvo que si bien es cierto que en la actualidad la Jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, a partir de la decisión de rectificación jurisprudencial adoptada en julio 27 de 2005 –M.P. Dra. Ruth Stella Correa Palacio–, se estiman improcedentes las excepciones no previstas en el artículo 509 del Estatuto Procesal Civil y que apuntan a discutir la validez y/o legalidad de los actos administrativos que integran el título ejecutivo, lo cierto es que, a juicio de la parte impugnante, dicha postura debe nuevamente revaluarse para regresar a aquella tesis en cuya virtud tales excepciones de mérito sí procedían, para lo cual citó y transcribió diversos pronunciamientos que en esa época permitían proponer esa clase de excepciones de fondo (fls. 225 a 233 c ppal).

Y en cuanto a la providencia denegatoria de la solicitud procesal por prejudicialidad, la compañía Seguros Generales Suramericana S.A., solicitó dejar sin efectos la anterior decisión, pero a la par con dicha petición interpuso, en forma directa y bajo el mismo fundamento, recurso de apelación, para lo cual sostuvo que el proceso ejecutivo cuya suspensión se solicitó no se encuentra aún para fallo, presupuesto ineludible para resolver sobre la mencionada suspensión procesal, al tenor de lo normado en los artículos 170 y 171 del Código de Procedimiento Civil.

Añadió que la situación de que se haya decidido de manera anticipada la petición de suspensión procesal desconoció el hecho de que la parte demandada ya presentó –el día 28 de mayo de 2013– la respectiva demanda ordinaria en contra de los actos administrativos que en este proceso constituyen el título base de recaudo y, por consiguiente, sí es cierta la existencia de dicho proceso ordinario, contrario a lo expresado por la señora Magistrada Ponente dentro de la decisión apelada (fls. 315 a 325 c ppal).

6.- Por medio de providencia de fecha 31 de mayo de 2013 se denegó la solicitud de dejar sin efectos el auto de 21 de mayo de 2013 y, en consecuencia, se concedió para ante esta Corporación el recurso de apelación antes descrito (fls. 438 a 441 c ppal), el cual se admitió a través de auto de fecha 16 de agosto de 2013 y dentro de esa misma decisión se requirió al Tribunal Administrativo de Antioquia para que certificara en qué estado se encuentra el presente proceso, requerimiento que fue atendido en el siguiente sentido:

“(…) la última actuación correspondiente al proceso de la referencia fue la providencia del 3 de septiembre de 2013 y en la cual no se repuso el Auto Interlocutorio N° 059, proferido por la Sala Cuarta de Decisión del Tribunal Administrativo de Antioquia, que ordenó Seguir Adelante con la Ejecución”. (fl. 461 c pal).
7.- La integración de los expedientes con el propósito de decidir, en forma conjunta, los mencionados recursos de apelación mediante una misma decisión.
Por medio de auto de fecha 25 de noviembre de 2013 se integraron en un mismo encuadernamiento las apelaciones –antes descritas– que en la actualidad cursan en este Despacho en contra de los autos proferidos los días 1° de abril y 21 de mayo de 2013, por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Cuarta de Decisión –en Sala Unitaria–, con el propósito de que ambas impugnaciones se resuelvan a través de una misma y única providencia, con base en lo siguiente: 
<<Las decisiones cuya apelación se encuentran a la espera de decidir por parte del Despacho corresponden exactamente al mismo proceso y además guardan relación directa entre sí, puesto que los cargos del recurso de apelación interpuesto contra el auto de mayo 21 de 2013, en gran síntesis, se contraen a sostener que la suspensión del proceso por prejudicialidad habría sido anticipada porque debió imprimirse el trámite previsto en la ley frente a las excepciones previas propuestas en la contestación de la demanda, las cuales, como se indicó en precedencia, fueron rechazadas por improcedentes mediante el primer proveído apelado, de abril 1° de 2013.

En ese sentido resulta evidente la relación que existe entre las decisiones apeladas, cuestión que impone una consonancia entre los pronunciamientos a través de los cuales se desaten los recursos de apelación correspondientes, para lo cual, en aplicación de los principios de eficiencia y economía procesal, resulta pertinente que las impugnaciones interpuestas por la parte ejecutada se decidan mediante una sola providencia.

Por consiguiente, previo a desatar los recursos de apelación interpuestos dentro de este asunto por la compañía Seguros Generales Suramericana S.A., contra los autos de fecha 1° de abril y 21 de mayo de 2013, se dispondrá que por Secretaría de la Sección se integre el expediente número 050012331000201200414 01 (47.584), al expediente 050012331000201200414 02 (47.823), los cuales, por lo tanto, formarán un solo y único encuadernamiento>>. 

En consecuencia, se resolvió:

<<Primero: Por Secretaría de la Sección INTÉGRESE el expediente número 050012331000201200414 01 (47.584), al expediente número 050012331000201200414 02 (47.823), para cuyo efecto existirá un único y mismo expediente.

Segundo: Por Secretaría de la Sección REPRODÚZCASE, AUTENTÍQUESE y REMÍTASE una copia del presente proveído al expediente número 050012331000201200414 01 (47.584).   

Tercero: Por Secretaría de la Sección HÁGANSE las anotaciones a que haya lugar>>. 
La anterior decisión se notificó por estado el día 6 de diciembre de 2013, sin manifestación alguna de inconformidad por parte de los sujetos procesales, de tal forma que la Secretaría de la Sección dio cumplimiento a lo dispuesto por el Despacho y en ese sentido el expediente número 050012331000201200414 01 (47.584) se integró al expediente número 050012331000201200414 02 (47.823).
II.  C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- Normativa aplicable al presente caso
. 

Ante la falta de normativa especial aplicable a los procesos ejecutivos que cursan ante esta Jurisdicción, el Código Contencioso Administrativo prevé la aplicación de las normas que sobre la materia recoge el Código de Procedimiento Civil, lo anterior tanto en virtud del mandato expreso del citado artículo 267 del C. C. A., como por razón del texto vigente del artículo 87 del C. C. A., según el cual el trámite a seguir para los procesos ejecutivos debe ser aquel de mayor cuantía regulado en el C. de P. C.

2.- Procedencia de los recursos de apelación. 

En relación con la apelabilidad del auto que rechaza de plano las excepciones de mérito en el proceso ejecutivo, el artículo 351 del Código de Procedimiento Civil prevé: 

“ARTÍCULO 351. PROCEDENCIA. Son apelables las sentencias de primera instancia, excepto las que se dicten en equidad y las que las partes convengan en recurrir en casación per saltum, si fuere procedente este recurso.

Los siguientes autos proferidos en la primera instancia podrán ser apelables:

“………………………………

4. El que niegue total o parcialmente el mandamiento de pago y el que rechace de plano las excepciones de mérito en el proceso ejecutivo.

“…(…)…”. (Se destaca).
A su turno, en cuanto a la procedencia del recurso de apelación contra la decisión que deniega la petición de suspensión procesal, el artículo 171 del Código de Procedimiento Civil dispone: 

“Corresponderá al juez que conoce del proceso, resolver sobre la procedencia de la suspensión. 
La suspensión a que se refieren los numerales 1. y 2. del artículo precedente, sólo se decretará mediante la prueba de la existencia del proceso que la determina y una vez que el proceso que debe suspenderse se encuentre en estado de dictar sentencia. 

La suspensión del proceso producirá los mismos efectos de la interrupción a partir del hecho que la genere o de la ejecutoria del auto que la decrete, el cual es apelable en el efecto suspensivo. El que la niegue, en el devolutivo” (Se destaca).
3.- Competencia del Despacho para resolver los recursos de apelación dentro del caso sub examine.
Conviene señalar, además, que la presente decisión la profiere el Magistrado Ponente del proceso, en segunda instancia, de conformidad con los dictados del artículo 29 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el artículo 4 de la Ley 1395 de 2010, según el cual: 

<<ARTÍCULO 29. ATRIBUCIONES DE LAS SALAS DE DECISION Y DEL MAGISTRADO PONENTE. Corresponde a las salas de decisión dictar las sentencias y los autos que resuelvan sobre la apelación contra el que rechace o resuelva el incidente de liquidación de perjuicios de condena impuesta en abstracto. El Magistrado sustanciador dictará los demás autos que no correspondan a la sala de decisión.
Los autos que resuelvan apelaciones, dictados por la sala o el Magistrado sustanciador, no admiten recurso.
A solicitud del Magistrado sustanciador, la sala plena especializada podrá decidir los recursos de apelación interpuestos contra autos o sentencias, cuando se trate de asuntos de trascendencia nacional, o se requiera unificar la jurisprudencia o establecer un precedente judicial>> (Se deja destacado en negrillas y en subrayas por parte del Despacho).
4.- Resolución de los recursos de alzada.

4.1.- Primer recurso de apelación: interpuesto contra el auto que rechazó de plano las excepciones de mérito propuestas por la compañía Seguros Generales Suramericana S.A.
El Tribunal Administrativo a quo rechazó por improcedentes las excepciones de mérito propuestas por la aseguradora ejecutada porque consideró que no correspondían a aquellas que según el artículo 509 del Código de Procedimiento Civil pueden proponerse dentro de los procesos de esta naturaleza, decisión controvertida por la compañía Seguros Generales Suramericana S.A., la cual, no obstante ser conciente de la Jurisprudencia consolidada y reiterada de la Sección Tercera del Consejo de Estado que fundamenta la decisión de primera instancia, pretende que se regrese a la anterior línea jurisprudencial, en cuya virtud se permitía que en el proceso ejecutivo se propusieran y, por ende, se ventilaran aquellas excepciones encaminadas a discutir la validez de los actos que integran el título base de recaudo ejecutivo. 
Pues bien, dentro de la contestación de la demanda que obra en el expediente identificado con el número de radicación 050012331000201200414-01 (47.584), se tiene que la parte ejecutada formuló las siguientes excepciones de mérito:

a).- Excepción de nulidad de los actos administrativos que integran el título ejecutivo;

b).- “Causales de ilegalidad de las Resoluciones No. 08 del 22 de abril de 2009 y No. 21 de julio de 2009 (la primera, que declaró el incumplimiento parcial del contrato e impuso la multa, y la segunda, que confirmó esta decisión)”; dentro de esta “excepción” la parte ejecutada alegó la falta de competencia material y temporal para proferir tales decisiones administrativas; la ilicitud en el objeto del acto administrativo que sirve de título de recaudo; la violación al debido procedimiento sancionatorio; y la falsa motivación (fls. 226 a 228 c 1, del expediente No. 47.584). 
De conformidad con lo anterior, para el Despacho no existe el menor asomo de duda que las excepciones propuestas por la parte ejecutada se encuentran dirigidas a controvertir la validez y/o legalidad de los actos administrativos en cuya virtud se abrió paso la ejecución en su contra, amén de que tal aspecto ha sido claramente aceptado por la propia parte impugnante, quien a través de su recurso –y sin fundamento concreto y justificado para ello– pretende que se retome la postura jurisprudencial que en época pretérita permitía que en el proceso ejecutivo se propusieran esa clase de excepciones de fondo.

En ese sentido y comoquiera que no existe justificación para rectificar la postura jurisprudencial actual en punto a la improcedencia de proponer excepciones en el proceso ejecutivo que se dirijan a controvertir la legalidad de los actos administrativos que integran el título ejecutivo, el Despacho, respetuoso de una línea jurisprudencial sólida, razonada, jurídica y además consolidada a lo largo de los años, acogerá y mantendrá dicha tesis, la cual fue expuesta a partir del siguiente pronunciamiento:

“(...) La improcedencia, dentro del proceso ejecutivo que tiene como título de recaudo ejecutivo un acto administrativo, de excepciones a través de las cuales se enjuicia su legalidad.
Sea lo primero señalar que en esta oportunidad procede la Sala a recoger la tesis que permite la posibilidad de discutir la legalidad del acto administrativo dentro del proceso ejecutivo, cuando éste es el título ejecutivo; para en cambio asumir como tesis, la de la imposibilidad de proponer, en esos eventos, excepciones diferentes a aquellas señaladas en el inciso 2 del artículo 509 del C. P. Civil.

En esta Sección el tema de la discusión dentro del proceso ejecutivo, de la legalidad del acto administrativo presentado como título de recaudo ejecutivo, fue tratado inicialmente para señalar que el espacio para esa discusión no es el recurso en contra del mandamiento de pago, sino la sentencia, con lo cual se insinuó que la discusión debía plantearse a través de la proposición de excepciones. 
(...)

Posteriormente, en providencia de 13 de septiembre de 2001, expediente No. 17952, la sección se refirió con claridad a la posibilidad de discutir dentro de los procesos ejecutivos adelantados ante esta jurisdicción la legalidad del acto administrativo presentado como título de recaudo ejecutivo, con el argumento de que con la atribución de competencia para conocer de esos procesos ejecutivos al mismo juez que conocía de la revisión de legalidad de los actos administrativos que eventualmente pudieran tener el valor de títulos ejecutivos, desaparecía la división del conocimiento judicial frente al juicio ordinario y frente al proceso ejecutivo (...)

La Sala recoge esta tesis, para en cambio señalar mayoritariamente, que dentro de los procesos ejecutivos en los cuales el título de recaudo ejecutivo esté constituido por un acto administrativo, sólo es posible proponer como excepciones, las de pago, compensación, confusión, novación, remisión, prescripción o transacción, siempre que se basen en hechos ocurridos con posterioridad a la expedición del acto administrativo; la de indebida representación de las partes o por falta de notificación en legal forma de personas determinadas, o por falta de emplazamiento en legal forma de las personas indeterminadas que deban ser citadas como partes y la de pérdida de la cosa debida, con la advertencia de que tampoco procede la proposición de excepciones previas, conforme a la modificación que al inciso 2° del artículo 509 del C. P. Civil, introdujo la Ley 794 de 2003.

El cambio en el pensamiento de la Sala, se sustenta en las siguientes consideraciones:

En el trámite de los procesos ejecutivos ante esta jurisdicción, se aplica el Código de Procedimiento Civil, por remisión en los términos del artículo 267 del C. C. A., ante la falta de normativa sobre el tema en el Código Contencioso Administrativo, además de que la ley 446 de 1.998, al modificar el artículo 87 del C. C. Administrativo, expresamente dispuso en relación con el trámite a seguir para los proceso ejecutivos, que este sería aquel de mayor cuantía regulado en el C. de P. Civil.2
En materia de excepciones de mérito dentro del proceso ejecutivo, el artículo 509 del C. de P. Civil, establece para cuando el título ejecutivo consista en una sentencia o un laudo de condena, o en otra providencia que conlleve ejecución, que sólo podrán alegarse las excepciones de pago, compensación, confusión, novación, remisión, prescripción o transacción, siempre que se basen en hechos posteriores a la respectiva providencia; la de nulidad en los casos que contemplan los numerales 7º y 9º del artículo 140, y la de pérdida de la cosa debida. 

Para cuando el título ejecutivo esté constituido por una sentencia, laudo de condena o providencia que conlleve ejecución, la norma proscribe, dentro de ese proceso, cualquier discusión sobre la legalidad del título, circunscribiendo las alegaciones por la vía de las excepciones, sólo a los sucesos posteriores al nacimiento del título, y a partir de los cuales se pueda concluir que la obligación está satisfecha, se ha extinguido, se ha novado, o ha perdido su exigibilidad.

El acto administrativo, una vez en firme, tiene la calidad de providencia que conlleva ejecución; tal carácter le ha sido expresamente atribuido por el legislador, que en el artículo 64 del C. C. A., expresamente dispone:

‘Carácter ejecutivo y ejecutorio de los actos administrativos. Salvo norma expresa en contrario, los actos que queden en firme al concluir el procedimiento administrativo serán suficientes, por sí mismos, para que la administración pueda ejecutar de inmediato los actos necesarios para su cumplimiento. La firmeza de tales actos es indispensable para la ejecución contra la voluntad de los interesados’

Mientras que el artículo 66 del mismo código, reitera la noción de que el acto administrativo conlleva ejecución, cuando expresamente establece los casos en los cuales pierden su fuerza ejecutoria, así:

‘Pérdida de fuerza ejecutoria. Salvo norma expresa en contrario, los actos administrativos serán obligatorios mientras no hayan sido anulados o suspendidos por la jurisdicción contencioso administrativo, pero perderán su fuerza ejecutoria en los siguientes casos:

1. Por suspensión provisional

2. Cuando desaparezcan sus fundamentos de hecho o de derecho.

3. Cuando al cabo de cinco (5) años de estar en firme, la administración no ha realizado los actos que le correspondan para ejecutarlos

4. Cuando se cumpla la condición resolutoria a que se encuentre sometido el acto.

5. Cuando pierden su vigencia.’

Por fuera de los eventos expresamente señalados en esa norma, el acto administrativo es una providencia que conlleva ejecución, la cual puede lograrse en veces directamente por parte de la administración, como sucede en los términos del artículo 68 ibídem para cuando se dispone de jurisdicción coactiva; o de lo contrario, ante la jurisdicción ordinaria o contencioso administrativa, de acuerdo a la atribución de competencia realizada por el legislador.

A su vez en los artículos 85 y 87 del C. C. Administrativo, el legislador ha establecido las acciones que permiten la revisión de legalidad del acto administrativo que contiene un título ejecutivo, esto es, la de nulidad y restablecimiento del derecho y la relativa a controversias contractuales, ambas tramitadas a través del proceso ordinario tal como lo manda el artículo 206 ídem.

También previó el legislador los términos para intentar tales acciones, sin que el mismo supere dos años, como quiera que para la primera señaló uno de cuatro meses contados a partir del día siguiente a la notificación, comunicación, publicación o ejecución del acto, mientras que para la segunda señaló un plazo de dos años, contados desde diferentes momentos, según que se trate de contrato sometido o no a liquidación.3
Al permitirse el cuestionamiento de legalidad del acto administrativo presentado como recaudo ejecutivo, a través de la proposición de excepciones dentro del proceso ejecutivo, fundadas en hechos sucedidos con anterioridad a la expedición del acto administrativo, se está desconociendo de un lado la naturaleza de providencia que conlleva ejecución que el artículo 64 del C. C. Administrativo, le otorga al acto administrativo, y de otro, se vulnera el debido proceso, como quiera que se surte la revisión de legalidad del acto administrativo ante un juez diferente a aquel establecido por el Legislador para el efecto, esto es ante el juez de la ejecución y no ante el ordinario que fue al que se atribuyó competencia por el Legislador para realizar tal enjuiciamiento, además de que se le da a la revisión de legalidad un trámite diferente al señalado para el efecto por el legislador, y se desconocen los términos que también el legislador previó para la formulación del juicio de legalidad.
Igualmente el trámite de excepciones que discutan la legalidad del título de recaudo ejecutivo, desnaturaliza el proceso ejecutivo que sólo busca obtener coercitivamente del deudor, el pago a favor del acreedor, de una obligación sobre cuya claridad, expresión y exigibilidad, no existe duda alguna. El trámite de excepciones en el proceso ejecutivo no permite convertirlo en un proceso ordinario, en el cual se discuta la legalidad del título.
Para cuando existen dudas sobre la legalidad del título el legislador previó su cuestionamiento a través del juicio ordinario que corresponde y la suspensión del proceso ejecutivo por prejudicialidad, conforme lo indica el artículo 170 numeral 2° del C. P. Civil (...)”
. (Se deja destacado en negrillas y en subrayas). 
Y en providencia de 16 de julio de 2008 –expediente 23.363–, se indicó:

“(…) el numeral 2 del artículo 509 ibídem precisa que es posible que cuando el título ejecutivo consista en una sentencia o en un laudo de condena, o en otra “providencia” que conlleve ejecución, sólo podrán alegarse las excepciones de pago, compensación, confusión, novación, remisión, prescripción o transacción, siempre que se basen en hechos posteriores a la respectiva providencia
. Así las cosas, es claro que la Ley no contempló la posibilidad de excepcionar en sede del proceso ejecutivo, la ilegalidad de los actos administrativos o contratos que contienen la obligación clara, expresa y exigible.
En efecto, no resulta jurídicamente viable que el juez del proceso ejecutivo, el cual parte de la certeza y validez del derecho cuya ejecución se pretende, pueda arrogarse competencias propias del juez ordinario asignado para estudiar y determinar la validez de los actos administrativos o contractuales en los cuales se fundamenta la ejecución. Lo anterior por las siguientes razones:

a) Primero, porque podría prestarse para que se desconozcan los términos de caducidad de las acciones ordinarias establecidos para controvertir la legalidad y validez de los actos administrativos en los cuales se encuentran contenidas las obligaciones cuya ejecución se persigue.

b) Segundo, porque la ley procesal no autoriza al juez de ejecución para que, por la vía de la proposición de la excepción de ilegalidad, realice un análisis que, de conformidad con el ordenamiento jurídico, corresponde a otra acción, a otro juez y a otro procedimiento (acciones de los artículos 84 a 87 C.C.A.). 

c) Tercero, porque si bien podría argumentarse que el juez de la ejecución puede llegar a ser el mismo juez que el del contrato, lo cierto es que el procedimiento ejecutivo, dada su estructura, no está diseñado para que el fallador pueda realizar una valoración jurídica y probatoria lo suficientemente profunda dirigida exclusivamente a establecer la legalidad o ilegalidad de los actos sobre los cuales se fundamenta el título ejecutivo. 

d) Cuarto, porque el juez de la ejecución, como máximo, podría decretar, de oficio o a solicitud de parte, la suspensión del proceso a términos de lo dispuesto en el artículo 170 del C. de P.C. (…)”.
La anterior postura jurisprudencial –que en esta oportunidad se reafirma– ha sido reiterada en varios pronunciamientos, tal como lo reflejan, entre muchas otras decisiones, el auto proferido el 30 de enero de 2008 dentro del expediente 30.240; la sentencia dictada el 18 de marzo de 2010 en el expediente 22.339 y el auto de julio 19 de ese mismo año, adoptado dentro del proceso 37.139, todas ellas proferidas por la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado. 

Dado que las excepciones propuestas por la parte ejecutada apuntan a discutir dentro del proceso ejecutivo la validez o legalidad de los actos administrativos base de recaudo ejecutivo, se impone confirmar el auto apelado, de conformidad con la postura jurisprudencial antes expuesta. 
4.2.- Segundo recurso de apelación: interpuesto contra el auto que denegó la petición de suspensión procesal que elevó la compañía Seguros Generales Suramericana S.A.

En primer lugar, el Despacho estima pertinente puntualizar, como ya lo ha sostenido la Jurisprudencia reiterada de la Corporación
, que ante la acreditación efectiva de la existencia de un proceso ordinario en el cual se discutan la legalidad o la validez de los actos administrativos sobre los cuales se soporta el mandamiento ejecutivo de pago, lo procedente será que el juez, de oficio o a solicitud de parte, decrete la suspensión del proceso hasta por tres años, según lo dispuesto en el 172 del C. de P. C., a cuyo tenor:

“La suspensión del proceso por prejudicialidad durará hasta que el juez decrete su reanudación, para lo cual deberá presentarse copia de la providencia ejecutoriada que puso fin al proceso que le dio origen; con todo, si dicha prueba no se aduce dentro de los tres años siguientes a la fecha en que empezó la suspensión, el juez de oficio o a petición de parte decretará la reanudación del proceso, por auto que se notificará por estado y mediante telegrama dirigido a la dirección denunciada para recibir notificaciones personales”. 

En relación con la anterior normativa, la Sección Tercera del Consejo de Estado ha sostenido: 

“Como corolario de lo anterior, la Sala enfatiza la capacidad que le asiste al juez del proceso ejecutivo contencioso administrativo para decretar la suspensión del proceso en aquellos eventos de prejudicialidad cuando el acto administrativo sobre el cual se soporta la ejecución se encuentra demandado en su legalidad, suspensión que se extenderá hasta que se decrete su reanudación, la cual deberá ordenarse cuando pasados los tres años no se hubiere dictado la respectiva sentencia”
. 

Por su parte, el artículo 171 del Código de Procedimiento Civil dispone que la suspensión del proceso por prejudicialidad procederá cuando, i) además de que se tenga comprobada la existencia del proceso que la determina, ii) el proceso a suspender –en este caso el ejecutivo– se encuentre para fallo; así reza la norma:

“ARTÍCULO 171. DECRETO DE LA SUSPENSION Y SUS EFECTOS. Corresponderá al juez que conoce del proceso, resolver sobre la procedencia de la suspensión. 
La suspensión a que se refieren los numerales 1. y 2. del artículo precedente, sólo se decretará mediante la prueba de la existencia del proceso que la determina y una vez que el proceso que debe suspenderse se encuentre en estado de dictar sentencia. 
La suspensión del proceso producirá los mismos efectos de la interrupción a partir del hecho que la genere o de la ejecutoria del auto que la decrete, el cual es apelable en el efecto suspensivo. El que la niegue, en el devolutivo” (Se destaca). 

De otro lado, se tiene que la suspensión de un proceso por prejudicialidad, cuando el mismo no se encuentre para fallo, ha sido catalogada, porque evidentemente lo es, como una irregularidad procesal:

“En efecto, la medida de suspensión del proceso fue decretada antes de que se corriera traslado para alegar de conclusión, de manera que la misma se dispuso cuando aún el proceso no se encontraba para fallo. Sin embargo, advierte la Sala que dicha decisión no fue objeto de recurso alguno, de manera que los tres años de cesación transcurrieron entre el 7 de abril de 1997 y el 13 de marzo del 2001, fecha ésta última en la cual quedó ejecutoriada la decisión mediante la cual se ordenó reanudar el proceso, término durante el cual las partes guardaron silencio. Lo anterior evidencia que las interesadas convalidaron la actuación del Tribunal, pues se abstuvieron de interponer el recurso procedente cuando se dictó el auto que dispuso la suspensión del proceso, permitiendo así el paso del tiempo y convalidando tácitamente dicha irregularidad.

“…………………………

En este caso, las partes solicitaron que se decretara la suspensión del proceso desde cuando contestaron la demanda, solicitud que fue acogida por el Tribunal después de correr traslado de las excepciones propuestas y antes de correr traslado para alegar de conclusión, decisión que se notificó en debida forma, sin que las mismas hicieran manifestación alguna, silencio que permitió que el proceso estuviera suspendido durante más de tres años, vencidos los cuales las partes pretenden alegar una irregularidad que quedó saneada y que le fue benéfica a sus intereses. En efecto, si la medida de suspensión no se ajustaba a derecho las partes debieron ejercer el derecho de contradicción, atacando la decisión respectiva mediante la interposición de los recursos consagrados en la ley, pues la falta de oposición a la referida irregularidad convalidó la actuación (…)”
. (Se destaca).

Si bien es cierto que dentro del anterior pronunciamiento se consideró convalidada la mencionada irregularidad procesal, no por ello puede o debe dejar de considerársele como tal y mucho menos podría predicarse su convalidación frente a este caso, pues precisamente la parte ejecutada, a través del recurso de apelación, ha alegado la falta de oportunidad por parte del Tribunal a quo para pronunciarse en relación con la suspensión del proceso por prejudicialidad.
Así pues, procederá el Despacho a determinar si en realidad la suspensión del proceso fue analizada por la señora Magistrada Ponente cuando aún el proceso ejecutivo no se encontraba para dictar sentencia, para cuyo efecto resulta necesario acudir a las disposiciones procedimentales que regulan el trámite de los procesos ejecutivos.

En ese sentido, el artículo 498 del C. de P. C., con fundamento en la cual se libró el mandamiento de pago en contra de la parte aquí recurrente, preceptúa: 

“ARTÍCULO 498. PAGO DE SUMAS DE DINERO. Si la obligación versa sobre una cantidad líquida de dinero, se ordenará su pago en el término de cinco días, con los intereses desde que se hicieron exigibles hasta la cancelación de la deuda. Cuando se trate de obligaciones en moneda extranjera cuyo pago deba realizarse en moneda legal colombiana a la tasa vigente al momento del pago, el juez dictará el mandamiento ejecutivo en la divisa acordada.

Cuando se trate de alimentos u otra prestación periódica, la orden de pago comprenderá, además de las sumas vencidas, las que en lo sucesivo se causen, y dispondrá que éstas se paguen dentro de los cinco días siguientes al respectivo vencimiento”.

Por su parte, el artículo 507 del mencionado Estatuto Procesal Civil dispone: 

“ARTÍCULO 507. CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN, ORDEN DE EJECUCIÓN Y CONDENA EN COSTAS. Cumplida la obligación dentro del término señalado en el mandamiento ejecutivo, se condenará en costas al ejecutado, quien sin embargo, podrá pedir dentro de los tres días siguientes a la notificación del auto que las imponga, que se le exonere de ellas si prueba que estuvo dispuesto a pagar antes de ser demandado y que el acreedor no se allanó a recibirle. Esta petición se tramitará como incidente, que no impedirá la entrega al demandante del valor del crédito.

Si no se propusieren excepciones oportunamente, el juez ordenará, por medio de auto, el remate y el avalúo de los bienes embargados y de los que posteriormente se embarguen, si fuere el caso, o seguir adelante la ejecución para el cumplimiento de las obligaciones determinadas en el mandamiento ejecutivo, practicar la liquidación del crédito y condenar en costas al ejecutado.

El auto se notificará por estado y contra él no procederá recurso de apelación”. (Se destaca).
En el presente asunto la parte demandada, en su contestación a la demanda, sí propuso excepciones de mérito, las cuales se encaminaron, como ya se determinó, a discutir la legalidad de los actos administrativos que integran el título ejecutivo en este proceso, motivo por el cual, en principio, habría lugar a considerarse que al presente asunto no le resultaría aplicable el inciso segundo del artículo 507 ibídem antes descrito, puesto que la norma correspondiente dispone:   

“ARTÍCULO 510. TRÁMITE DE LAS EXCEPCIONES. De las excepciones formuladas con expresión de su fundamento fáctico, se dará traslado al ejecutante por diez días, mediante auto, para que se pronuncie sobre ellas, adjunte y pida las pruebas que pretenda hacer valer. 

Surtido el traslado, el juez convocará a la audiencia de que tratan los artículos 430 a 434 del C. P. C., o a la contemplada en el artículo 439, si el asunto fuere de mínima cuantía.

a) Si al dictar sentencia prospera alguna excepción contra la totalidad del mandamiento ejecutivo, el juez se abstendrá de fallar sobre las demás, pero en este caso el superior deberá cumplir lo dispuesto en el inciso 2o del artículo 306;

b) La sentencia de excepciones totalmente favorable al demandado pone fin al proceso; en ella se ordenará el desembargo de los bienes perseguidos y se condenará al ejecutante a pagar las costas y los perjuicios que aquel haya sufrido con ocasión de las medidas cautelares y del proceso. La liquidación de los perjuicios se hará como dispone el inciso final del artículo 307;

c) Si las excepciones no prosperan, o prosperaren parcialmente, la sentencia ordenará llevar adelante la ejecución en la forma que corresponda, condenará al ejecutado en las costas del proceso y ordenará que se liquiden;

Cuando las excepciones prosperen parcialmente, se aplicará lo dispuesto en el numeral 6 del artículo 392.

d) Si prospera la excepción de beneficio de inventario, la sentencia limitará la responsabilidad del ejecutado al valor por el cual se le adjudicaron los bienes en el respectivo proceso de sucesión”.

Y precisamente la parte ejecutada, en su recurso de apelación, ha considerado que la Magistrada Ponente debió disponer el trámite que prevé la disposición legal antes mencionada, porque dicha parte propuso excepciones, cuestión que a su vez le permite sostener, por lo tanto, que para el momento en el cual se resolvió la petición de suspensión procesal el asunto no se encontraba todavía para fallo.

Pero contrario a lo expuesto por la parte demandada, el Despacho considera que si bien es cierto que la aseguradora Seguros Generales Suramericana S.A., propuso excepciones de mérito, lo cierto es que respecto de éstas no cabía imprimir el trámite que prevé el citado artículo 510 del Código de Procedimiento Civil, por cuanto resultaba libre de cualquier duda que tales medios exceptivos, como su respectivo fundamento, resultaban abiertamente improcedentes, toda vez que no correspondían a aquellas excepciones que de manera puntual y precisa permite y/o autoriza formular el numera 2° del artículo 509 del C. de P. C., dentro de esta clase de procesos, amén de que se dirigían a debatir la legalidad de los actos administrativos que conforman el título ejecutivo
, al punto que, se insiste, antes de que se dictara el auto aquí apelado, la señora Magistrada Ponente ya había rechazado
, de entrada, las excepciones que propuso la parte ejecutada, determinación que, se reitera, será confirmada por este Despacho, con base en lo ya expuesto.

A lo anterior se impone adicionar que aunque la decisión por medio de la cual se rechazaron por improcedentes las excepciones de mérito fue apelada ante esta Corporación por la parte ejecutada, lo cierto es que dicha impugnación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 354 del C. de P. C., se concede en el efecto devolutivo
 –tal como ocurrió en este caso–, por manera que el Tribunal a quo debía continuar con el trámite del proceso
.

En ese sentido, resultaba innecesario e inadecuado entonces que se imprimiera dentro de este asunto el trámite previsto en el artículo 510 del Estatuto Procesal Civil, para efectos de disponer, respecto de unas excepciones improcedentes, un procedimiento que sencillamente no se adecuaría a tales medios exceptivos, dada –se itera– su improcedencia, amén del desgaste significativo que ello traería consigo para la Administración de Justicia.

Por consiguiente, al tenor de dispuesto en el inciso segundo del artículo 507 del C. de P. C., y comoquiera que la parte ejecutada no cumplió con la obligación dispuesta en el mandamiento de pago –inciso 1° del mencionado artículo 507–, la actuación siguiente consistía en ordenar “ … seguir adelante la ejecución para el cumplimiento de las obligaciones determinadas en el mandamiento ejecutivo, practicar la liquidación del crédito y condenar en costas al ejecutado”, actuación que incluso ya se agotó, tal como se extrae de la certificación que emitió la Secretaría General del Tribunal Administrativo de Antioquia en el siguiente sentido: 
“(…) la última actuación correspondiente al proceso de la referencia fue la providencia del 3 de septiembre de 2013 y en la cual no se repuso el Auto Interlocutorio N° 059, proferido por la Sala Cuarta de Decisión del Tribunal Administrativo de Antioquia, que ordenó Seguir Adelante con la Ejecución”. (fl. 461 c pal).
De acuerdo con lo expuesto, el Despacho estima que el pronunciamiento que profirió la señora Magistrada Ponente en relación con la petición de suspensión del proceso por prejudicialidad no fue anticipada.

Ahora bien, como se expuso anteriormente, el artículo 171 del Código de Procedimiento Civil dispone que la suspensión del proceso por prejudicialidad también pende de que se tenga comprobada la existencia del proceso que la determina.

Pues bien, ocurre que dicho presupuesto tampoco se cumplió en este caso, razón suficiente para confirmar el auto apelado, sólo que en este asunto la parte demandada alegó un aspecto que de manera alguna podía pasar desapercibido –y por ello se efectuaron las consideraciones anteriores– consistente en que debido al pronunciamiento “anticipado” de la suspensión procesal, la Compañía de Seguros Generales Suramericana S.A., no habría podido presentar la demanda ordinaria respectiva, pues tal actuación sólo la hizo, según lo expresado por ella misma en su recurso de apelación, el día 28 de mayo de 2013 (fl. 323 c ppal).

Dado que, como se expuso en precedencia, el pronunciamiento acerca de la suspensión procesal por prejudicialidad no fue anticipada, se impone concluir que para ese momento –21 de mayo de 2013– la parte ejecutada no había presentado la demanda encaminada a controvertir la legalidad de los actos administrativos que sirven de fundamento a este proceso ejecutivo, pues ello fácilmente se infiere del contenido de la propia petición de suspensión procesal hecha en la contestación de la demanda, en la cual se sostuvo que ello se realizaría con posterioridad y así lo ratificó la propia ejecutada al señalar que la demanda la instauró el día 28 de mayo de 2013. 

En consecuencia, al no encontrarse acreditado para el momento en el cual se adoptó la segunda decisión apelada la existencia del proceso ordinario que habría determinado la suspensión de este proceso ejecutivo, resulta claro que no se reunía el presupuesto previsto de manera indispensable en el artículo 171 del Código de Procedimiento Civil y, por lo tanto, se impone confirmar también el segundo auto controvertido. 
Por lo expuesto, el Despacho 

R E S U E L V E :

PRIMERO: CONFÍRMANSE los autos apelados dentro de este asunto por la Compañía de Seguros Generales Suramericana S.A., estos son los proferidos por la señora Magistrada Ponente los días 1° de abril y 21 de mayo de 2013.

SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el encuadernamiento a su Tribunal Administrativo de origen.

         CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

MAURICIO FAJARDO GOMEZ

             Consejero de Estado
� Monto que supera $ 850’050.000, equivalentes a 1.500 SMLMV, para el año 2012.


� En ese sentido pueden consultarse diversas y reiteradas decisiones, entre ellas, por ejemplo, los autos de 19 julio de 2007, exp. 24.125 y de 4 de septiembre de 2008, exp. 22.188.





2 A través del artículo 32 de la ley 446 de 1.998, se adicionó el artículo 87 del C.C.A., norma que se ocupa de la acción relativa a controversias contractuales, entre otros aspectos, para señalar que “en los procesos ejecutivos derivados de condenas impuestas por la jurisdicción contencioso administrativa se aplicará la regulación del proceso ejecutivo singular de mayor cuantía contenida en el Código de Procedimiento Civil.” La interpretación sistemática de esta disposición ubicada en la acción relativa a controversias contractuales, con el artículo 75 de la ley 80 de 1.993, que asignó a la jurisdicción contencioso administrativa la competencia para conocer de los procesos de ejecución derivados de los contratos estatales, permite concluir que ese también es el trámite a seguir cuando el ejecutivo proviene directamente del contrato estatal, aunque no medie sentencia de condena.


3 Artículo 136 del C.C.A. numerales 2 y 10.





� Consejo de Estado, Sección Tercera, providencia de 27 de julio de 2005, expediente 23.565. M.P. Dra. Ruth Stella Correa Palacio.





� La Sala ha entendido que dentro del vocablo “providencia”, contenido en el artículo 509 del C.P.C., se abarcan y comprenden, igualmente, los actos administrativos que configuren, por sí solos, títulos de ejecución. Al respecto ver: Auto de 12 de agosto de 1999, exp. 15.803. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, providencia de 16 de julio de 2008, exp. 23.363.  





� Ibídem. 


� Ibídem.


� La parte ejecutada propuso excepciones que denominó de la siguiente manera:





1.- Excepción de nulidad de los actos administrativos que integran el titulo ejecutivo;





2.- “Causales de ilegalidad de las Resoluciones No. 08 del 22 de abril de 2009 y No. 21 de julio de 2009 (la primera, que declaró el incumplimiento parcial del contrato e impuso la multa, y la segunda, que confirmó esta decisión)”; dentro de esta “excepción”; dentro de esta ‘excepción’ la parte ejecutada alegó la falta de competencia material y temporal para proferir tales decisiones administrativas; la ilicitud en el objeto del acto; la violación al debido procedimiento sancionatorio; y la falsa motivación.





� Mediante auto de fecha 1° de abril de 2013, expediente 47.823.





� <<La apelación de los autos se otorgará en el efecto devolutivo, a menos que exista disposición en contrario>>.





� Artículo 354, C. de P. C: <<2. En el efecto devolutivo. En este caso, no se suspenderá el cumplimiento de la providencia apelada, ni el curso del proceso>>.
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